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ILTMA CORTE DE APELACIONES DE SANTIAGO 

 

JESICA ALEJANDRA TORRES QUINTANILLA, abogado, con domicilio en 

calle Augusto Leguía 79 Oficina 1111, Las Condes, Región Metropolitana, a US. Iltma 

respetuosamente digo: 

 

 Dentro del plazo legal, y de conformidad con lo dispuesto en el Artículo único de la 

Ley 18.971, en concordancia con el artículo 19 Nº 21 de la Carta Fundamental, interpongo  

acción constitucional de Amparo Económico en contra del MINISTERIO DEL 

INTERIOR Y SEGURIDAD PUBLICA, persona jurídica de derecho público, 

representada por el Sr Ministro de la Cartera don GONZALO BLUMEL MAC-IVER, 

funcionario público, ambos con domicilio en el Palacio de la Moneda s/n, Santiago Centro, 

por la afectación que tanto la actuación como la omisión de dicho Organismo, ha 

provocado en el derecho fundamental de don Marcelo Malschafsky Letelier, rol único 
tributario Nº 7.314.687-9, a desarrollar cualquier actividad económica. Fundo el recurso 

en los antecedentes de hecho y de derecho que a continuación expongo: 

 

I.- HECHOS 

a) Drama vivido 

 

En el contexto de los hechos de violencia social ocurridos a partir del 18 de 

Octubre de 2019 en nuestro país, se pudo constatar la falta de resguardo del Orden 

Público por parte de la Administración del Estado y de prevención y control de la 

delincuencia, en contravención al ordenamiento jurídico, supuso el no respetar a las 

autoridades, como a los Tribunales  Superiores de justicia, también muchos ciudadanos 

nos vimos atropellados en nuestros derechos y, en lo que nos afecta en nuestra vida 

cotidiana hasta el día de hoy, a ejercer nuestra libre iniciativa económica a emprender 

y con ello, a tener un sustento diario para vivir. 

 



b) Hechos particulares 

Don Marcelo Malschafsky Letelier, era hasta antes del 18 de Octubre de 2019 un 

pequeño y esforzado empresario dedicado a la venta y fabricación de cortinas panorámicas 

de terraza y toldos manuales y motorizados, que comercializaba en Cesar Cascabel 4383-

12, comuna de Las Condes. 

Es del caso que con motivo de las diversas movilizaciones sociales, los clientes de 

don Marcelo Malschafsky Letelier, cuya mayoría se encuentran localizados en la Región 

Metropolitana dejaron de comprar sus productos, debido a que estos no serían artículos de 

primera necesidad, razón por la cual sus clientes postergaron todas las cotizaciones, 

sumándole a esto que ahora por la cuarentena en la comuna no tendría acceso a 

abastecerse de sus materiales y menos de poder llevar a cabo la instalación de los mismos. 

Esta situación hizo que las ventas de don Marcelo Malschafsky se vieran gravemente 

mermadas en un 90%, lo que necesariamente repercutió en la pérdida de capital de trabajo 

y stock de mercaderías 

 

c) Actividad económica lícita 

La actividad desempeñada por don Marcelo Malschafsky se enmarca dentro del 

esquema legal y formal, de tal forma que cumple con llevar contabilidad y pagar los 

impuestos al Fisco, por lo que se encuentra en el legítimo derecho a exigir del mismo las 

prestaciones a las que se encuentra obligado de acuerdo a nuestra Carta Fundamental 

 

d) Don Marcelo Malschafsky y su familia enfrentaron el Covid-19 con los ahorros 

gastados y destrozada su  actividad de emprendimiento económico. 

Por ello, la situación de don Marcelo Malschafsky, no es como la de muchos otros 

emprendedores que, recién ahora, producto de la pandemia mundial, pierden su trabajo o 

comienzan a asumir los costos de una recesión económica mundial. 

Su emprendimiento -y los años de esfuerzos y ahorros que implica-, ya quedó 

destrozado durante los meses que sucedieron al 18 de octubre de 2019, producto de que la 

autoridad no cumplió su deber de resguardar el orden público ni de prevenir y por, sobre 

todo, controlar la delincuencia y los actos violentistas.  Específicamente, el Ministerio del 

Interior y de Seguridad Pública, de conformidad a la ley N° 20.502 (Crea el Ministerio del 

Interior y Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación 

del Consumo de Drogas y Alcohol, y Modifica Diversos Cuerpos Legales) y DFL N° 7912 

(Decreto que Organiza las Secretarias del Estado). 

Y, a consecuencia obvia de ello, quedó destrozada la fuente de ingresos y de sustento de 

la  familia de don Marcelo Malschafsky, como resulta lógica consecuencia.  

Por cierto, todo ello en contravención a las Bases de la Institucionalidad dispuestas en 

la Constitución Política, esto es, en contravención de los principios y deberes 

constitucionales que rigen para el Estado y sus autoridades.  

 

d) En consecuencia, a don Marcelo Malschafsky no ayuda el subsidio y franquicias que 

otorgará el Gobierno por la pandemia Covid-19. Y es una patente discriminación, 

además.  

En efecto, los beneficios que otorgará el Estado, estan destinados a que las familias 

puedan hacer frente a la pandemia, sin embargo, en el caso de don Marcelo Malschafsky 

ya está dañado su emprendimiento. Qué frente va a hacer entonces al Covid-19  si ya está 



dañado – es decir, ya no está en condiciones- para soportar además los perjuicios de una 

pandemia?? 

A su vez, estos beneficios dados por una contingencia mundial sanitaria no se 

dieron para proteger su libre iniciativa emprendedora, lo cual hace más patente la 

infracción a su derecho de libre iniciativa económica y la discriminación arbitraria 

incurrida por la autoridad administrativa, al no cumplir con su función y deberes de 

resguardar el orden público y controlar la delincuencia, ni dar beneficio alguno para 

remediarlo.  

 

II.- DERECHO 

 

A)  CUESTIONES PREVIAS ACERCA DE LA LIBRE INICIATIVA ECONÓMICA 

 

1) El artículo 19, N° 21, inciso primero, ampara el pequeño emprendedor. No se 

circunscribe a grandes empresas. 

En efecto, ello surge del claro tenor del artículo 19, N° 21 de nuestra Constitución que 

reza: “El derecho a desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a la 

moral al Orden Público o a la seguridad nacional, respetando las normas legales que la 

regulen”. 

Es así, como el derecho a la libre iniciativa económica también, pese a que nuestro 

emprendimiento es pequeño, es un derecho fundamental que la Constitución nos 

reconoce como personas y que nos garantiza a través de las acciones constitucionales, 

legales y  la labor jurisdiccional de los Tribunales Superiores de Justicia.  

Por ello, la literatura especializada explica que esta disposición protege el “Derecho a 

Emprender, “el que se enmarca, vive en ese marco democrático, en la Constitución del 

Constitucionalismo, con su función limitadora de poder y, a la vez, garantizadora de los derechos 

fundamentales de la persona humana”.1 

 

2) El artículo 19, N° 21, significó ampliación del Orden Público Económico 

regulado en la Constitución de 1925, que protegía más bien el derecho al 

trabajo.  

 

Como es de toda lógica para un ciudadano común, ciertamente en el caso de quienes 

personalmente desarrollamos una actividad económica como pyme o personalmente -de 

libre intercambio de bienes o servicios-, un atentado a nuestra libertad económica de 

emprendimiento, supone lamentablemente en los hechos, además, un grave 

desconocimiento de nuestro sustento y derecho humano a la alimentación, pues nos 

priva de poder trabajar, es decir, vulnera nuestra libertad de trabajo.  

Lo anterior queda claro cuando el Comisionado Enrique Evans -de la Comisión de 
Estudios de la Nueva Constitución- aclaraba que debía darse un concepto de orden público 

económico más amplio que aquel centrado en la libertad empresarial y la libertad de 

                                                             
1 “El recurso de amparo económico”. Rodrigo González Fernández, Editorial Jurídica Congreso, año 2005, 
páginaa21 y ss. 
 



trabajo.2 Es así como la Constitución de 1980, amplio el concepto de libertad económica, 

protegiendo derechamente la libre iniciativa de emprendimiento de todo habitante. 

 

B)  JURISPRUDENCIA SOBRE LA AMPLITUD DE LA ACCIÓN DE AMPARO 

ECONÓMICO.  

 

  La Excma.  Corte Suprema ha confirmado que la acción de amparo económico, 

consagrada en la Ley N° 18.971, protege el derecho a la libre iniciativa económica y 

no sólo el  límite a la actividad empresarial del Estado.  

Así lo ha explicado la excelentísima Corte, confirmando una línea jurisprudencial 

consolidada a partir del año 2016, conforme a la cual procede ejercer la acción en 

comento ante infracciones tanto respecto del inciso primero como del inciso 

segundo del artículo 19, N° 21 constitucional. 

Así lo expone el profesor Enrique Navarro Beltrán citando copiosa jurisprudencia 

y la doctrina, conteste en este punto.  Entre otras, sentencias roles CS N°s 34.390-2016 y 

47.914-2016. 3 

La aludida tesitura, a su vez,  ya se encuentra asentada a la fecha. Grafican lo 

anterior los pronunciamiento recientes de la Excma. Corte (publicados en p.jud.cl, sección 

doctrina y jurisprudencia, bases jurisprudenciales) roles N°s 15.936-2020; 16.907-2019; 

22.116-2019; 31.747-2019;  22.538-2019. 

 

 

 

C) LA INFRACCIÓN A LA LIBRE INICIATIVA ECONÓMICA DE LOS 

EMPRENDEDORES DENUNCIADA: “POR NO CUMPLIR CON EL DEBER 

CONSTITUCIONAL Y LEGAL DE RESGUARDAR EL ORDEN PÚBLICO Y LA 

SEGURIDAD PÚBLICA O PREVENIR Y CONTROLAR LA DELINCUENCIA”. 

 

1) Orden Público: institución jurídica protectora de los Derechos del ser Humano 

 

La infracción a nuestra libre iniciativa económica de emprender -a través de la 

prestación de servicios o intercambio de bienes-, se configura en razón de que la 

autoridad administrativa -específicamente el Ministerio del Interior y Seguridad 

Pública, como se explicará -no cumplió su función ni ejerció sus atribuciones de 

resguardar el Orden Público y la Seguridad Pública. 

De la multiplicidad de definiciones, jurisprudenciales y de diversas áreas del 

Derecho, se aprecia que lo medular, lo que unifica a todas ellas es la protección de los 

derechos de las personas, pues supone:  

                                                             
2 En John Jaederlung L. “El Recurso de Amparo Económico”, Editorial Librotecnia, año 1999, pp. 30 y 
siguientes.  
 
3 Véase Enrique Navarro Beltrán, “Las acciones Constitucionales Económicas ante los Tribunales de Justicia”, 
Ediciones Universidad Finis Terrae, año 2018, pp. 102 y ss.  



a) Es el estado de tranquilidad o normalidad en el que todos los ciudadanos pueden 

desenvolverse y desarrollar su rol de manera en que habitualmente lo hacen, es decir, un 

Estado en que las personas normal y pacíficamente pueden ejercer sus derechos 

humanos;  

b) Es, a su vez, un Estado en que se respeta la normativa e institucionalidad -

constitucional y legal-, que permiten aquel estado de las cosas (es decir, se respeta el 

“Estado de Derecho)”. 

Sólo a modo de respaldar la afirmación planteada, cabe citar la valiosa y clara 

jurisprudencia de nuestros Tribunales Superiores de Justicia, que al respecto han 

sostenido que  por Orden Público “debe entenderse la situación de normalidad y armonía 

existente entre todos los elementos de un Estado, conseguidos gracias al respeto cabal 

de su legislación y, en especial, de los derechos esenciales de los ciudadanos, 

situación dentro de la cual se elimina toda perturbación de las normas morales, económicas y 

sociales imperantes y que se ajusta a los principios filosóficos que informan dicho Estado”. 

(Sentencia de la Corte de Apelaciones de La Serena, Revista de Derecho y Jurisprudencia. 

Tomo LI. Sección 4°, año 1954, p. 123). 

A su vez, el Diccionario Jurídico Espasa, “La idea de orden como concreción del 

orden público hace referencia al orden externo de la calle en cuanto condición elemental 
para el libre y pacífico ejercicio de los derechos fundamentales; supone por tanto la 

ausencia de alteraciones, algaradas, coerciones, violencias, etc., que puede dar lugar a la ruptura de 

ese orden externo” .  

 

2) Normas Constitucionales: su desconocimiento. 

 

Primeramente, el ejercicio de las potestades del Ministerio del Interior y 

Seguridad Pública, para el cumplimiento de su función de satisfacer las necesidades 

públicas, haciendo respetar el Orden Público y la Seguridad Pública,  es -además de 

obligatorio conforme al ordenamiento jurídico legal (Ley N° 20.502 y DFL 7.912)- un 

imperativo a cumplir, conforme a los principios y deberes establecidos en la 

Constitución Política.  

Al no ejecutar la antedicha función, ejerciendo sus potestades de resguardar el 

Orden Público y la Seguridad Pública, contravino los siguientes principios y deberes 

constitucionales: 

1.- Principio y deber “Servicialidad” del Estado Artículo 1°, inciso cuarto; 

2.-  Deber de “Resguardar la Seguridad Nacional Artículo 1°, inciso quinto; 

3.- Deber de “Asegurar el Derecho de las Personas a Participar con Igualdad  

de Oportunidades en la Vida Nacional”. Artículo 1°, inciso quinto; 

4.- Deber y principio de “Respetar y Promover los Derechos de las Personas”. 

Artículo 5°, inciso segundo 

5.- Deber de “Resguardar el Orden Institucional” de la República, y 

6.- El estricto cumplimiento del “Principio de Probidad,”. Artículo 8°, inciso 

primero, disposición complementada por la Ley  N° 18.575, sobre Bases de la 

Administración del Estado y, específicamente, la Ley N° 20.502, como a su Vez, el DFL 

N° 7912, que establecen los deberes y atribuciones del Ministerio del Interior y Seguridad 

Pública, las normas que más adelante serán expuestas. 



Los deberes y principios citados se comprenden desde el sólo tenor literal de la 

Constitución Política, misma que reza:  

Artículo 1°, inciso cuarto: El Estado está al servicio de la persona humana y su 

finalidad es promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones 

sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad 

nacional su mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los 

derechos y garantías que esta Constitución establece. 

  Artículo 1°, inciso quinto: Es deber del Estado resguardar la seguridad 
nacional, dar protección a la población y a la familia, propender al fortalecimiento de ésta, 
promover la integración armónica de todos los sectores de la Nación y asegurar el 
derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida 
nacional. 
  
 Artículo 1°, inciso tercero El Estado reconoce y ampara a los grupos 
intermedios a través de los cuales se organiza y estructura la sociedad y les garantiza la 
adecuada autonomía para cumplir sus propios fines específicos. 
  
 Artículo 5°, inciso segundo: El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación 
el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los 
órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta 
Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se 
encuentren vigentes. 
 
      Artículo 6º, incisos primero y segundo: Los órganos del Estado deben someter 
su acción a la Constitución y a las normas dictadas conforme a ella, y garantizar el 
orden institucional de la República. 
 Los preceptos de esta Constitución obligan tanto a los titulares o integrantes 
de dichos órganos como a toda persona, institución o grupo. 
 
 Artículo 8, inciso primero: El ejercicio de las funciones públicas obliga a sus 
titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones. 
 
 

3) Infracción por desconocimiento o no ejercicio de sus específicas potestades 

legales de garantizar el Orden Público y la Seguridad Pública o prevención y 

control del delito 

 

Para hacer patente la infracción a nuestro derecho a la libre iniciativa 

económica por parte del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, basta ver los 

cuerpos normativos que disponen su función y potestades, como lo son: 

1.- La Ley N° 20.502  que Crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el 

Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, 

y Modifica Diversos Cuerpos Legales); 

2.- El DFL N° 7912, Decreto que Organiza las Secretarias del Estado. 

En cuanto a la función de la Administración del Estado -que genéricamente es la 
satisfacción de necesidades públicas- específica el artículo 1° de la Ley N° 20.502 que el 
Ministerio del Interior y Seguridad Pública es colaborador directo del Presidente de la 
República “en asuntos relativos al orden público para cuyos efectos: concentra la 
decisión política en materia de seguridad pública interior”, misma que, como es sabido 
en el derecho administrativo, supone tener la máxima autoridad o poder de determinación 
en estas materias. 
 



A su vez, prescribe que dicha Secretaría “coordinará, evaluará y controlará la 
ejecución de planes y programas que desarrollen los demás Ministerios y Servicios Públicos en 
materia de prevención y control de la delincuencia, rehabilitación de infractores de ley y su 
reinserción social, en la forma que establezca la ley y dentro del marco de la Política Nacional de 
Seguridad Pública Interior”. 
 

En relación con todo lo anterior, es el Ministerio “encargado de la Seguridad 
Pública”, para efectos de lo dispuesto en el artículo 101 constitucional, de conformidad al 
artículo 2° de la Ley N° 20.502, mismo que indica que “Las Fuerzas de Orden y 
Seguridad Pública dependerán de este Ministerio”. 
 

A su vez, precisa las facultades del Ministerio citado el artículo 3° de la la Ley N° 
20.502, que en lo que interesa dispone que le corresponde a este Ministerio:  

1.-  Proponer la “Política Nacional de Seguridad Pública Interior” al 
Presidente de la República (artículo 3°, letra a). 
 

2.-  “Velar por la mantención del orden público en el territorio nacional” 
(artículo 3°, letra b). Lo que no es otra cosa que tener el control en materia de orden 
público en el territorio nacional 
 

3.- “Promover, coordinar y fomentar medidas de prevención y control de la 
delincuencia, la violencia y la reincidencia delictual”. (artículo 3°, letra g). 
 

4.- “Definir y evaluar las medidas orientadas al control de los delitos y 
aquellas que permitan una adecuada respuesta policial a las infracciones de la ley 
penal (…)” (Artículo 3°, letra h). 
 

A ello, se agrega que además, este Ministerio tiene el deber de “efectuar la 
coordinación sectorial e intersectorial para el logro de los objetivos que se hayan 
fijado en materia de seguridad pública interior, orden público (…)”, de conformidad a 
lo prevenido en el artículo 4° de la Ley N° 20.502. 
 

Dicha Ley, a su vez, determina en su artículo que 4° la Política Nacional de 
Seguridad Pública Interior a nivel regional, provincial y local, adaptada de acuerdo a las 
realidades respectivas en caso de ser necesario, se llevará a cabo por intermedio de los 
intendentes. 
 

A todo lo anterior se agrega que el DFL N° 7.912, en su artículo 2° establece que 
corresponde al Ministerio del Interior y de Seguridad Pública: “a) Todo lo relativo al 
Gobierno Político y Local del Territorio y al mantenimiento de la seguridad, 
tranquilidad y orden público”. 

 
 

POR TANTO 

 

Y, en virtud de todo lo expuesto de las normas constitucionales y legales citadas 

como d aquellas que S.S. Iltma. estime en derecho aplicables,  

Sírvase S.S. Iltma. tener por interpuesta acción de amparo económico por la 

infracción denunciada en contra del Ministerio de Orden y Seguridad Pública o en 

contra de la entidad de la Administración del Estado u órgano que estime infractor, 
darle tramitación, investigar la infracción denunciada, decretando las medidas conducentes 

a establecerla y, en definitiva, acoger la presente acción en todas su partes, dictando 

sentencia estimatoria que constate la infracción denunciada y que declare que el Ministerio 

del Interior y de Seguridad Pública o la entidad pública que se determine, contraviene el 

ordenamiento jurídico y consecuencialmente ha obrado de manera ilegal al no cumplir con 



su función ni ejercer sus potestades de resguardar el Orden Público,  infringiendo con ello 

el Derecho a la Libre Iniciativa Económica, reconocido en el artículo 19, N° 21 , 

constitucional, con expresa condena en costas. 

 

PRIMER OTROSÍ: Sírvase VSI., disponer que, en un plazo no superior a 5 días, 
que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, informe al mérito de este recurso. 

 

SEGUNDO OTROSÍ: SIRVASE S.S. ILTMA tener presente que en mi calidad de 
abogado patrocinaré y gestionaré personalmente en estos autos.  
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